COMUNIDAD DE PROPIETARIOS TORRETA FLORIDA (TORRETA 2ª) CIF: H03511698
ADMIN TEL. +34 966 764 819 E-MAIL: info@fincasnetwork.com

Torrevieja, 2 de octubre de 2026

Sr./Sra. Propietario/a

CONVOCATORIA DE JUNTA GENERAL ORDINARIA

Siguiendo instrucciones de la Sra. Presidenta de la Comunidad y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16.2 de la vigente Ley de Propiedad Horizontal, por medio de la presente se le convoca a la Junta General Ordinaria, que se celebrará el próximo domingo, día 25 de octubre de 2026, a las 10:30 horas en primera convocatoria o, de no concurrir el quórum necesario, a las 11:00 horas en segunda convocatoria, en la terraza lateral del Restaurante AQUI TAPAS, sito en avenida Unamuno nº 1, local 7, 03184 Torrevieja, frente al restaurante Great Greek y junto al Bar Necochea.

ORDEN DEL DÍA

Como Vocal con funciones fiscalizadoras, tengo derecho y obligación de intervenir en cualquier punto donde exista una cuestión de legalidad, transparencia, procedimiento o documentación. La LPH no limita la intervención a los puntos propuestos por cada propietario.

1. Informe de la presidenta.
Advertencia de legalidad: el punto 1 está redactado de forma genérica y no cumple el artículo 16.2 LPH, que exige que los asuntos del orden del día estén suficientemente determinados para que los propietarios sepan qué se va a tratar. Un ‘informe’ sin contenido anunciado vulnera el derecho de información previa.

2. Lectura del acta de la reunión anterior.
Advertencia de legalidad: el acta anterior contiene omisiones relevantes que vulneran el artículo 19 LPH, porque no recoge intervenciones, solicitudes (por burofax y correo electrónico oficial) y hechos que expresamente pedí que constaran. Solicito que se deje constancia de esta advertencia antes de proceder a su aprobación.

3. Revisión y aprobación de las cuentas correspondientes al ejercicio 2025-2026.
Advertencia de legalidad: mientras existe una investigación penal abierta y una fiscalización en curso, la aprobación de las cuentas vulnera el artículo 20.c de la LPH, que exige transparencia y verificación documental previa. Aprobarlas ahora sería jurídicamente improcedente.

4. Aprobación de la relación de propietarios con deudas pendientes de pago y, en su caso, acuerdo sobre el inicio de las acciones legales para su reclamación. Información sobre las reclamaciones judiciales y extrajudiciales ya iniciadas. Acuerdo, en su caso, sobre la aplicación de intereses de demora.
Advertencia de legalidad: mientras no se acredite documentalmente si esta entidad es una Comunidad de Propietarios conforme a la LPH o una EUCC conforme al RGU, no puede aprobarse ninguna relación de deudores ni iniciar acciones legales. La vía de reclamación depende de la naturaleza jurídica de la entidad, y no se me ha querido ello acreditar.

5. Revisión y aprobación del presupuesto correspondiente al ejercicio 2026-2027.
Advertencia de legalidad: no puede aprobarse el presupuesto 2026‑2027 mientras no se hayan aclarado las irregularidades del ejercicio anterior, no se ha acreditado la naturaleza jurídica de la entidad y existe una fiscalización abierta. El artículo 20.c LPH exige transparencia y verificación documental previa. Aprobar un presupuesto sin esa verificación sería ilegal.

6. Renovación o cambio del contrato de mantenimiento de jardines. Revisar y en su caso aprobar presupuesto, para crear arquetas con tapadera y candado para proteger válvulas.
Advertencia de legalidad: el contrato de jardinería está siendo fiscalizado porque el gasto no se corresponde con la realidad de la urbanización tras la cesión del 90–95% de las zonas comunes. Mientras no se aclare esta irregularidad, no puede renovarse ni aprobarse ningún presupuesto adicional. Sería jurídicamente improcedente.

7. Elección y/o renovación, según proceda, de los cargos de presidente, vicepresidente, miembros del Comité y secretario-Administrador. Disposición de fondos. Funciones y actuaciones del Administrador y acceso a la documentación comunitaria.
Advertencia de legalidad: mientras existe una fiscalización abierta y un procedimiento penal en curso que afecta directamente a la Presidenta y al Administrador, la renovación automática de sus cargos sería jurídicamente improcedente. La LPH exige diligencia y transparencia, y la continuidad de cargos investigados compromete la responsabilidad de la Junta.
Los propietarios que votan a favor de tal renovación pueden ser llamados al procedimiento judicial como parte interesada.
Advertir de ilegalidad no es una amenaza, es un derecho reconocido por la LPH y una obligación derivada de mi función fiscalizadora como Vocal. Una advertencia jurídica no es intimidación, es cumplimiento de la Ley.
Mis cargos no forman parte del Comité y no están incluidos en este punto. La Junta no puede votar mi cese ni mi continuidad porque no figura en el orden del día, conforme al artículo 16.2 LPH.

Me propongo como secretario, pues la acumulación de este cargo a los que ostento son compatibles, conforme al artículo 13.6 LPH. 
Pero el cargo de secretario —función de gobierno documental— es incompatible con el de administrador —función de gestión— cuando ambos recaen en la misma persona.
Considero necesario asumir esta función para garantizar la transparencia documental, la correcta redacción de actas y la neutralidad en la gestión, dado que mis propuestas nunca han sido reflejadas cuando afectan al secretario‑administrador y a la presidenta actual.

8. Examen separado de las solicitudes de consentimiento comunitario respecto de las obras ya realizadas que se relacionan a continuación. En cada caso, acuerdo, si procede y dentro de la competencia de la comunidad, sobre el consentimiento solicitado, sin que ello suponga por si mismo licencia municipal, legalización urbanística ni alteración automática del título o de las cuotas de participación.
a) C/ Pablo Neruda nº 32. Ampliación de vivienda con una superficie construida de 154,28 m² y una piscina con lámina de agua de 31,52 m². La superficie total indicada (vivienda 118,80 m² + trastero 11,44 m² + piscina 31,52 m²) es de 161,76 m² de obra terminada, con una antigüedad superior a 17 años.
b) C/ Pablo Neruda nº 30. Ampliación de planta baja y redistribución interior con una superficie total de 149,73 m², piscina con lámina de agua de 35,31 m² y porche para coche con una superficie construida de 13,33 m² y una superficie de ocupación de 26,66 m². La superficie total indicada (vivienda 114,26 m² + porche para coche 26,66 m²
+ piscina 35,31 m²) es de 176,23 m² de obra terminada, con una antigüedad superior a 17 años.
c) C/ Lope de Vega nº 10. Legalización de trastero y ampliación de vivienda de aproximadamente 50,48 m², resultando una superficie total de 106,48 m², así como piscina ya construida de 22,75 m², con una lámina de agua de 18 m².
La Junta solo puede otorgar consentimiento cuando la obra afecta a elementos comunes. En parcelas privadas y viviendas unifamiliares, la Junta carece de competencia para autorizar, validar o consentir obras. El artículo 7.1 LPH y la doctrina del Tribunal Supremo lo dejan claro.

9. Informe de las actuaciones realizadas en relación con las molestias y ruidos causados en el vecindario por animales en parcelas privadas, en concreto respecto de la parcela sita en C/ Pablo Neruda nº 54.
Advertencia de legalidad: este asunto no requiere Junta General. Las actuaciones por ruidos y molestias causadas por animales están reguladas por el artículo 7.2 LPH y por la Ley de Protección contra la Contaminación Acústica de la Comunitat Valenciana. La Junta no puede retrasar la actuación obligatoria mediante estrategias dilatorias. El procedimiento debió iniciarse hace años.

10. Informe sobre posibles ocupaciones de zonas comunitarias y de viviendas privadas y, en su caso, acuerdo sobre las medidas que competen a la Comunidad respecto de los elementos comunes. Medidas a adoptar.
Advertencia de legalidad: la Comunidad solo tiene competencia sobre elementos comunes. Las ocupaciones de viviendas privadas son competencia exclusiva del Ayuntamiento y de la autoridad judicial donde se puede ayudar a los propietarios, pero sin esperar a una junta. Además, la actuación frente a ocupaciones de zonas comunes no requiere Junta General: el artículo 7.2 LPH obliga al Presidente a actuar de inmediato. Incluir este punto en la Junta es una estrategia dilatoria para aparentar mucho pero no hacer nada.

11. Informe sobre la vegetación de parcelas privadas que invade parcelas colindantes o aceras y dificulta el tránsito y, en su caso, acuerdo sobre requerimientos o actuaciones que correspondan a la comunidad. Medidas a adoptar.
Advertencia de legalidad: la invasión de parcelas colindantes o aceras por vegetación privada es una actividad molesta regulada por el artículo 7.2 LPH y por la normativa municipal de convivencia. La actuación no requiere Junta General. La Presidenta debía haber requerido de inmediato al infractor. Incluir este punto en la Junta es una estrategia dilatoria que vulnera la Ley.
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12. Examen del estado del cableado de telecomunicaciones obsoleto o en mal estado y, en su caso, acuerdo sobre inspección, requerimientos y actuaciones de conservación o retirada que correspondan a la comunidad. Medidas a adoptar.
Advertencia de legalidad: el estado del cableado de telecomunicaciones obsoleto o en mal estado es una cuestión técnica y de seguridad regulada por la Ley General de Telecomunicaciones y por el artículo 7.2 LPH. La actuación no requiere Junta General. La Presidenta y el Administrador debían haber requerido de inmediato a los titulares de las instalaciones. Incluir este punto en la Junta es otra estrategia dilatoria más.

13. Actualización de los datos de contacto de los propietarios y del domicilio comunicado a efectos de notificaciones de la Comunidad.
Advertencia de legalidad: tras 13–14 años en los cargos, que la Presidenta y el Administrador aún no dispongan ni de la mitad de los datos de contacto vulnera el artículo 20.c LPH y constituye una negligencia continuada en la gestión documental. La actualización de datos no es un punto de Junta: es una obligación permanente que debió cumplirse desde hace años.

14. Solicitudes formuladas por el propietario D. Julián Pérez Gutiérrez para su inclusión en el orden del día. Exposición, debate y, en su caso, adopción de los acuerdos que legalmente procedan sobre las siguientes materias:
a) Información sobre la situación de la recepción municipal de los elementos pendientes de la urbanización y actuaciones realizadas al respecto.
b) Información sobre el acceso y consulta de documentación de la Comunidad solicitada por el propietario y, en su caso, actuaciones a realizar.
c) Situación y funciones de los cargos de la Junta Directiva y cuestiones relativas a su nombramiento, continuidad o renovación.
d) Autorización para que el Sr. Pérez Gutiérrez pueda grabar la junta.
e) Cuestiones relativas a la entrega de documentación comunitaria a los vecinos para su publicación y difusión en una página web.
f) Cuestiones relativas al régimen jurídico de la Comunidad.
g) Delimitación de las competencias de la Junta de Propietarios respecto de obras y actuaciones realizadas en elementos o parcelas de carácter privativo.
h) Capacidad del administrador actual y funciones derivadas de su cargo.
Advertencia de legalidad: la exposición de mis solicitudes ha sido manipulada. El artículo 16.2 LPH exige que el orden del día recoja literalmente las solicitudes del propietario. La Junta no puede reinterpretar, resumir ni alterar su contenido. Solicito que conste en acta esta advertencia y que los presentes lo tengan en cuenta. Yo dispongo de los 15 puntos originales para tratar que se les he mandado a la Presidenta y al Administrador de forma correcta como les he demostrado sin réplica.
Y la colocación de mis puntos fiscalizadores al final del orden del día, después de someter a votación todos los asuntos que precisamente cuestiono, vulnera el artículo 16.2 LPH y constituye una alteración del procedimiento que impide el ejercicio efectivo de mi función fiscalizadora. Esta estructura es jurídicamente improcedente.

15. Solicitud de consentimiento de la Comunidad de Propietarios para el desarrollo de una actividad de alojamiento turístico en la vivienda sita en Calle Salvador de Madariaga, 23, Torrevieja, Urbanización Torreta Florida (Torreta 2ª). Examen y, en su caso, adopción del acuerdo que corresponda respecto de la solicitud formulada por los propietarios de la citada vivienda para destinarla a alojamiento turístico, mediante su alquiler a turistas a través de plataformas de comercialización, de conformidad con la normativa legal, administrativa y comunitaria que resulte aplicable.
16. Solicitud de consentimiento de la Comunidad de Propietarios para el desarrollo de una actividad de alojamiento turístico en la vivienda sita en Calle Jorge Manrique 53, Torrevieja, Urbanización Torreta Florida (Torreta 2ª). Examen y, en su caso, adopción del acuerdo que corresponda respecto de la solicitud formulada por los propietarios de la citada vivienda para destinarla a alojamiento turístico, mediante su alquiler a turistas a través de plataformas de comercialización, de conformidad con la normativa legal, administrativa y comunitaria que resulte aplicable.
Advertencia de legalidad: la Junta no puede autorizar una actividad económica incompatible con el uso urbanístico de la parcela. El artículo 7.1 de la Ley de Propiedad Horizontal prohíbe expresamente las actividades que contravengan las disposiciones generales sobre actividades en la propiedad. El PGOU de Torrevieja clasifica esta zona como Suelo Urbano A, exclusivo para vivienda unifamiliar, donde las actividades económicas están prohibidas. Autorizar aquí un alquiler turístico sería ilegal.

17. Otros asuntos de interés.

18. Fecha de la próxima Junta General Ordinaria.
Advertencia legal: Según los estatutos de obligado cumplimiento, la junta general se ha de celebrar en los meses de verano (julio-agosta-septiembre) y no cuando convenga a otras partes.

Dada la importancia de los asuntos a tratar, rogamos encarecidamente su asistencia a esta Junta y, en caso de no serle posible asistir personalmente, le agradeceremos que haga uso de la autorización de representación que se adjunta a la presente convocatoria. Se adjunta un formulario al final.

De conformidad con el artículo 15.2 de la vigente Ley de Propiedad Horizontal, se informa de que los propietarios que, en el momento de iniciarse la Junta, no se encuentren al corriente en el pago de todas las deudas vencidas con la Comunidad y no hayan impugnado judicialmente dichas deudas o procedido a su consignación judicial o notarial, podrán participar en las deliberaciones, pero no tendrán derecho de voto, y sus personas y cuotas de participación no serán computadas a efectos de alcanzar las mayorías exigidas por la Ley.
De conformidad con el artículo 16.2 de la Ley de Propiedad Horizontal, se adjunta a la presente convocatoria la relación de propietarios que no se encuentran al corriente en el pago de las deudas vencidas con la Comunidad, con indicación de las cantidades pendientes, a los efectos legalmente previstos.
Advertencia de legalidad: la inclusión de la relación de deudores conforme al artículo 16.2 LPH no habilita a esta entidad para reclamar judicialmente si no está acreditada como Comunidad de Propietarios. Si somos Comunidad de Hecho, la vía civil es improcedente. Si somos EUCC, la vía obligatoria es administrativa de apremio. Por tanto, esta relación carece de efectos para iniciar procedimientos judiciales, salvo que exista documentación acreditativa de la naturaleza jurídica de la entidad que no se haya puesto a disposición de los propietarios, lo cual también sería gravemente irregular.
Para que una EUCC se transforme en una Comunidad de Propietarios conforme a la LPH se requiere acuerdo unánime del 100% de los propietarios. Sin esa unanimidad, esta entidad sigue siendo EUCC o, en su defecto, Comunidad de Hecho. Por tanto, no puede aplicarse la LPH ni utilizarse la lista de morosos para reclamaciones judiciales.

Agradecemos de antemano su asistencia y colaboración para el buen funcionamiento de la Comunidad.
El buen funcionamiento de la Comunidad no consiste en apoyar lo que beneficie a quienes gestionan, sino en garantizar lo que beneficia al conjunto de los propietarios. La colaboración no puede confundirse con conformidad ante decisiones que puedan ser improcedentes o lesivas.

LA ADMINISTRACIÓN

A la presidenta de la Comunidad de Propietarios Torreta Florida (Torreta Segunda)

Muy Sra. mía:

Ante la imposibilidad de asistir a la Junta ordinaria convocada por Vd., para el próximo domingo 25 de octubre 2026 en el Restaurante AQUI TAPAS, sito en la avenida Unamuno nº 1, local 7, 03184 Torrevieja (Enfrente del restaurante Great Greek y al lado del Bar Necochea), le participo haber otorgado mi autorización y representación para tal acto y a todos los efectos, al portador/a de la presente

D/Dª                                                                                            Vivienda:                                                

Atentamente: Don/Doña…………..…………………………. Propietario de: …………………………..
Fdo:

Advertencia de legalidad: el modelo de representación es válido, pero la captación organizada de votos delegados por parte del Administrador y la Presidenta vulnera la neutralidad exigida por los artículos 13 y 20 LPH. La visita a propietarios para influir en el sentido del voto constituye abuso de derecho y puede invalidar los acuerdos adoptados.
El Administrador es una figura técnica, no política. Su función es administrar, no influir en la gestión de gobierno ni en el sentido del voto. Cualquier actuación orientada a captar delegaciones, desacreditar propietarios o intervenir en decisiones de la Junta vulnera el artículo 20 LPH.
Todos los votos delegados captados, gestionados o aportados por el Administrador carecen de validez. El Administrador es una figura técnica, no política, y su intervención en la captación de delegaciones vulnera la imparcialidad exigida por el artículo 20 LPH. Mucho menos puede hacerlo cuando su actuación beneficia a él mismo o a la Presidenta, ambos actualmente investigados judicialmente.

DATOS BANCARIOS COMUNIDAD PROPIETARIOS TORRETA SEGUNDA (TORRETA FLORIDA) para realizar su pago de la cuota comunitaria en la siguiente cuenta bancaria de la comunidad: Banco Sabadell: ES36 0081 1473 69 0001152518

La domiciliación de recibos no es una sugerencia alternativa: es una obligación de gestión conforme al artículo 20 LPH. Tras 13–14 años, que aún no estén todos los recibos domiciliados constituye una negligencia continuada del Administrador. Lo improcedente no es la domiciliación, sino mantener un sistema manual que solo sirve para justificar la existencia de un chalet-oficina lleno de gastos e inconvenientes, cuya utilidad real para la Comunidad es prácticamente nula.
Resulta especialmente llamativo que, pese a la insistencia reiterada de numerosos propietarios, el Administrador mantenga un sistema presencial de cobro que le permite centralizar información y contacto con vecinos de distintas comunidades, incluyendo perfiles vulnerables. Este modelo de gestión, además de ser obsoleto, genera un flujo de información y relaciones que no corresponde a la función técnica del Administrador y que podría resultar beneficioso para su actividad privada, pero no para la Comunidad.

Por favor, recuerde indicar en el concepto, data del titular y dirección completa de la vivienda.

Con el fin de poder mantener una comunicación fluida con todos los vecinos, rogamos por favor, actualicen sus datos de contacto (nombre y apellido propietario, email-tlf) con la oficina de administración. (email: info@fincasnetwork.com tlf. 966764819 / 651896336).

GASTOS DE LA COMUNIDAD A APROBARSE.
Resulta incoherente que el gasto comunitario aumente hasta 42.819 € mientras el Administrador mantiene un sistema manual de cobro que incrementa gastos, riesgos y desplazamientos, y que solo sirve para justificar la existencia de un chalet-oficina con costes impropios de una comunidad de este tamaño
La Comunidad no puede asumir incrementos presupuestarios injustificados mientras persisten negligencias de gestión como la falta de domiciliación generalizada, la ausencia de control de morosos y la existencia de un inmueble-oficina que genera gastos sin utilidad comunitaria.
Cualquier administrador profesional sabe gestionar los cobros de una EUCC solicitando al Ayuntamiento la vía de apremio. No es una opción, es la vía legal. Mantener un sistema manual de cobros durante 13–14 años es una negligencia continuada que solo sirve para justificar gastos improcedentes, como el chalet-oficina, y para mantener un flujo de información que no corresponde a su función. 
Todo administrador profesional debe disponer de una oficina propia, accesible y adecuada para atender a los comuneros. Es un estándar básico del sector y una exigencia derivada del artículo 20 LPH, que obliga al administrador a actuar con diligencia profesional y a facilitar la comunicación y el acceso a la documentación.
Lo improcedente es que la Comunidad tenga que asumir los gastos, riesgos y mantenimiento de un chalet‑oficina que no es suyo, que no es necesario y que no responde a ninguna obligación legal. La oficina debe ser del administrador, no de la Comunidad.”
Yo presenté en su día un presupuesto de un administrador profesional que gestiona la comunidad donde tengo mi plaza de garaje. Ese administrador es abogado, está colegiado, dispone de oficina propia y su coste es inferior al que actualmente pagamos aquí entre administrador, oficina con sus gastos, etc.. Es decir: existe una alternativa profesional, más cualificada y más económica.
La comparación objetiva entre ambos servicios demuestra que el precio que pagamos no se corresponde con la calidad de la gestión recibida. Mientras un administrador profesional ofrece oficina propia, atención jurídica, gestión moderna y domiciliación de recibos, aquí seguimos con un sistema manual de cobros, un chalet‑oficina improcedente y una gestión que incrementa gastos sin aportar valor.

Mis propuestas nunca se han hecho constar en acta cuando afectan o perjudican al Secretario‑Administrador. Esta omisión sistemática vulnera la obligación legal de reflejar íntegramente las intervenciones y solicitudes de los propietarios. Cuando Presidente y Secretario‑Administrador actúan como un bloque sin control mutuo, todo queda supeditado a lo que él diga y haga, lo que constituye una irregularidad grave que compromete la transparencia, la neutralidad y la validez de los acuerdos comunitarios
